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Ministerio de Vivienda,  
Ciudad y Territorio

Decretos

DECRETO NÚMERO 0994 DE 2026

(agosto 4)
por el cual se modifica y adiciona la Sección 7 del Capítulo 1, del Título 1 de la Parte 1 
del Libro 2 del Decreto número 1077 de 2015 en relación con las condiciones especiales 
de acceso al subsidio familiar de vivienda de Interés social urbana y/o rural de hogares 

conformados por Concejales y Ediles y se dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus atribuciones constitucionales 

y legales, y en especial las conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, en desarrollo del artículo 6° de la Ley 1148 de 2007, modificado por el artículo 
20 de la Ley 1551 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 51 de la Constitución Política consagró el derecho de todos los 

colombianos a tener una vivienda digna, estableciendo que el Estado es quien fija las 
condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promueve planes de vivienda 
de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de 
ejecución de estos programas de vivienda.

Que los artículos 4° y 6° de la Ley 1148 de 2007 modificados por los artículos 
19 y 20 de la Ley 1551 de 2012, establecieron la posibilidad de acceder al Subsidio 
Familiar de Vivienda para los hogares conformados por los concejales y ediles de los 
municipios definidos en la Ley 617 de 2000, así como el deber de reglamentación de las 
condiciones especiales para el acceso al subsidio en cabeza del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio en coordinación con el Ministerio de Agricultura, el Banco Agrario 
y la Confederación Nacional de Concejos y Concejales Confenacol, en especial con lo 
relacionado con sus modalidades, el monto del subsidio y su aplicación.

Que en los artículos 2.1.1.1.7.1 y siguientes el Decreto número 1077 de 2015, se 
encuentra la reglamentación referente a la asignación del subsidio familiar de vivienda 
de interés social urbano, otorgado por el Fondo Nacional de Vivienda y las Cajas de 
Compensación familiar, para atender al hogar que tenga como miembro a concejales que 
pertenezcan a municipios de categorías 4, 5 y 6, según lo dispuesto en la Ley 617 de 2000.

Que mediante la Sentencia número 2024-05-101 AC del 4 de junio de 2024, el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Subsección B, confirmada 
en segunda instancia mediante la Sentencia del 18 de julio de 2024 del Consejo de Estado, 
ordenó al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio en coordinación con el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, el Banco Agrario y la Confederación Nacional de Concejos 
y Concejales (Confenacol), dar cumplimiento al artículo 20 de la Ley 1551 de 2012, en 
el sentido de reglamentar “las condiciones especiales de acceso al subsidio familiar de 
vivienda urbana y/o rural de aquellos hogares conformados por los concejales y ediles 
de los municipios definidos en la Ley 617 de 2000, en especial con lo relacionado con sus 
modalidades, el monto del subsidio y su aplicación”.

Que conforme a lo dispuesto en la orden judicial, el alcance de la reglamentación exigida 
por el artículo 20 de la Ley 1551 de 2012 hace referencia a la definición de las condiciones 
especiales de acceso al subsidio familiar de vivienda para la adquisición de vivienda urbana 
y rural de los hogares conformados por concejales y ediles de los municipios definidos 
en la Ley 617 de 2000, incluyendo la determinación de las modalidades, el monto del 
subsidio y su aplicación. En este contexto, la reglamentación tiene como objetivo principal 
la implementación de las condiciones necesarias para que estos hogares puedan acceder 
al subsidio familiar de vivienda de acuerdo con lo establecido por la normativa vigente.

Que el artículo 255 de la Ley 1955 de 2019, dispuso el deber de la formulación y 
ejecución de la política pública de vivienda rural a cargo del Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio, cuya reglamentación se encuentra consagrada en los artículos 2.1.10.1.1.1.1. 
y siguientes del Decreto número 1077 de 2015.

Que el subsidio familiar de vivienda urbano para concejales está actualmente 
reglamentado en el Decreto número 1077 de 2015, el cual, de conformidad con los artículos 
19 y 20 de la Ley 1551 de 2012, se debe extender para la adquisición de vivienda urbana 
y rural a los hogares conformados por concejales y ediles de los municipios definidos en 
la Ley 617 de 2000.

Que en atención a estos cambios normativos y en cumplimiento de la orden judicial 
emitida en segunda instancia por el Consejo de Estado en la Sentencia del 18 de julio de 
2024, consistente en la expedición de la reglamentación de las condiciones especiales de 
acceso a los subsidios familiares de vivienda de interés social para adquisición de vivienda 
urbana y rural de los hogares conformados por concejales y ediles, resulta necesario ajustar 
y ampliar las disposiciones existentes con el fin de promover un acceso justo y equitativo, 
considerando las funciones esenciales que desempeñan estos servidores públicos en el 
desarrollo local.

Que de conformidad con lo previsto en los artículos 3° y 8° de la Ley 1437 de 2011, en 
concordancia con lo dispuesto en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto número 1081 de 2015, 
Reglamentario Único del Sector Presidencia de la República, este decreto fue publicado 
en la plataforma SUCOP - Sistema Único de Consulta Pública y en la página Web del 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, para observaciones y comentarios de la 
ciudadanía y grupos de interés.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese y adiciónese la Sección 7 del Libro 2, Parte 1, Título 1, 
Capítulo 1 del Decreto número 1077 de 2015, la cual quedará así:

SECCIÓN 7
SUBSIDIO FAMILIAR DE VIVIENDA PARA CONCEJALES Y EDILES

Artículo 2.1.1.1.7.1 Campo de aplicación del Subsidio Familiar de Vivienda para 
Concejales y Ediles. La presente sección reglamenta las condiciones especiales de acceso 
al subsidio familiar de vivienda de interés social urbano y rural, que puede otorgar por 
una sola vez el Fondo Nacional de Vivienda y al subsidio familiar de vivienda de interés 
social urbano y rural de las Cajas de Compensación Familiar, para atender aquellos 
hogares conformados por concejales que pertenezcan a municipios de los que trata la Ley 
617 de 2000; realizando la asignación de los subsidios conforme lo ordenado en cada 
convocatoria, siempre y cuando exista disponibilidad de recursos y cumplan con las 
condiciones establecidas en esta Sección.

También reglamenta las condiciones especiales de acceso al subsidio familiar de 
vivienda de interés social urbano y rural, que puede otorgar por una sola vez el Fondo 
Nacional de Vivienda para atender aquellos hogares conformados por ediles que 
pertenezcan a municipios de los que trata la Ley 617 de 2000; realizando la asignación 
de los subsidios conforme lo ordenado en cada convocatoria, siempre y cuando exista 
disponibilidad de recursos y cumplan con las condiciones establecidas en esta sección.

Artículo 2.1.1.1.7.2. Beneficiarios y condiciones de acceso para los hogares 
conformados por concejales y ediles. Podrán ser beneficiarios del subsidio familiar de 
vivienda de que trata esta sección, los hogares que tengan como miembros a concejales 
y ediles que se postulen en las convocatorias para concejales y ediles que adelante el 
Fondo Nacional de Vivienda, cumpliendo con los requisitos y procedimientos establecidos 
en esta sección y en el artículo 2.1.1.1.7.1 y siguientes del presente decreto y las demás 
normas que lo adicionen, complementen, modifiquen o sustituyan.

Las Cajas de Compensación Familiar podrán aplicar también el subsidio de que trata 
esta sección para los hogares que tengan como miembros a concejales.

Podrán ser beneficiarios de las convocatorias a que se refiere la presente sección los 
hogares que cumplan con las siguientes condiciones:

a)	 Al menos un miembro del hogar postulante debe tener la condición de concejal o 
edil debidamente acreditada por la Registraduría Nacional del Estado Civil o la autoridad 
competente.

b)	 No ser propietarios de una vivienda en el territorio nacional.
c)	 Contar con una clasificación de Sisbén IV entre A1 y D20 o el instrumento que 

haga sus veces.
d)	 No haber sido beneficiarios de un subsidio familiar de vivienda otorgado por 

una caja de compensación debidamente aplicado, excepto cuando el subsidio recibido 
anteriormente haya sido en modalidad de arrendamiento.

e)	 No haber sido beneficiarios de un subsidio familiar de vivienda otorgado por 
el Gobierno nacional, efectivamente aplicado, excepto cuando el subsidio recibido 
anteriormente fuera en modalidad de arrendamiento. También estarán exentos de esta 
condición, quienes perdieron la vivienda por imposibilidad de pago, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 33 de la Ley 546 1999 o cuando no la hubieren recibido o 
resultare afectada o destruida por causas no imputables a ellos, o cuando la vivienda en 
la que se haya aplicado el subsidio resultare totalmente destruida o quedado inhabitable 
como consecuencia de desastres naturales, calamidades públicas, emergencias, o atentados 
terroristas, o haya sido abandonada o despojada en el marco del conflicto armado interno, 
o se encuentre en zonas de riesgo por la ocurrencia de eventos peligrosos de origen 
tecnológico derivados de la ejecución u operación de obras de infraestructura o proyectos 
de interés nacional y/o estratégicos desarrollados por el Gobierno nacional, o en zonas de 
afectación, reserva o retiro, por el diseño, ejecución u operación de obras de infraestructura 
o proyectos de interés nacional y/o estratégicos desarrollados por el Gobierno nacional, 
de conformidad con los análisis específicos de riesgos y planes de contingencia de que 
trata el artículo 42 de la Ley 1523 de 2012, o las normas que la modifiquen, adicionen o 
sustituyan.

f)	 No haber sido beneficiario a cualquier título de las coberturas de tasa de 
interés, salvo quien haya perdido la vivienda por imposibilidad de pago, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 33 de la Ley 546 de 1999, o esta haya resultado afectada 
o destruida por incumplimientos imputables a oferentes, constructores, gestores y/o 
ejecutores, o cuando la vivienda en la cual se haya aplicado la cobertura haya resultado 
totalmente destruida o quedado inhabitable como consecuencia de desastres naturales, 
calamidades públicas, emergencias, o atentados terroristas, o que haya sido abandonada o 
despojada en el marco del conflicto armado interno.

g)	 Cumplir con los documentos que se deben anexar al formulario de postulación.
Parágrafo 1°. El ahorro previo para el subsidio de adquisición de vivienda no se 

constituye como un requisito para la obtención del Subsidio Familiar de Vivienda para 
concejales y ediles.

Parágrafo 2°. Los hogares beneficiarios del subsidio de que trata el presente capítulo 
podrán aplicarlo de manera complementaria y concurrente con otros subsidios otorgados 
por entidades partícipes del Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social, destinados a 
facilitar la adquisición de vivienda urbana y/o rural.
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Parágrafo 3°. El Fondo Nacional de Vivienda en cada convocatoria podrá establecer 
criterios de priorización para los potenciales beneficiarios que cumplan con los requisitos 
establecidos en el presente artículo.

Parágrafo 4°. En lo relacionado con el subsidio familiar de vivienda de interés social 
rural a que se refiere la presente sección, los potenciales beneficiarios deberán acreditar 
el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 2.1.10.1.1.4.3 del Decreto 
número 1077 de 2015 y demás normas que lo adicionen, complementen, modifiquen o 
sustituyan.

Artículo 2.1.1.1.7.3. Aplicación del subsidio. El subsidio familiar de vivienda de 
interés social urbano y rural otorgado por el Fondo Nacional de Vivienda de que trata 
la presente sección aplica en la modalidad de adquisición de vivienda nueva o usada, 
construcción en sitio propio y mejoramiento de vivienda.

Artículo 2.1.1.1.7.4. Valor del subsidio familiar de vivienda urbana. El monto del 
subsidio familiar de vivienda que se otorgará, por una sola vez, a hogares que tengan 
como miembro del hogar a concejales o ediles, será el solicitado hasta el monto máximo 
establecido en el Decreto número 1077 de 2015 y las demás normas que lo adicionen, 
complementen, modifiquen o sustituyan.

Parágrafo. Mediante convocatoria, el Fondo Nacional de Vivienda establecerá la 
modalidad aplicable para la asignación del subsidio familiar de vivienda, situación que 
estará sujeta a la disponibilidad del Marco Fiscal de Mediano Plazo y del Marco de Gasto 
de Mediano Plazo del sector vivienda.

Artículo 2.1.1.1.7.5. Valor del subsidio familiar de vivienda rural. El monto del 
subsidio familiar de vivienda rural nueva en especie o en dinero, será el establecido en 
el artículo 2.1.10.1.1.4.1 del Decreto número 1077 de 2015 y las demás normas que lo 
adicionen, complementen, modifiquen o sustituyan.

Parágrafo. Mediante convocatoria, el Fondo Nacional de Vivienda establecerá la 
modalidad aplicable para la asignación del subsidio familiar de vivienda rural nueva en 
especie o en dinero, situación que estará sujeta a la disponibilidad del Marco Fiscal de 
Mediano Plazo y del Marco de Gasto de Mediano Plazo del sector vivienda.

Artículo 2.1.1.1.7.6. Remisión normativa. En los aspectos no regulados de manera 
expresa en la presente sección, se dará aplicación a lo dispuesto en los artículos 2.1.1.1.1.1.1 
y siguientes del presente decreto y en materia rural a lo dispuesto en los artículos 
2.1.10.1.1.1.1 y las demás normas que lo reglamenten, modifiquen, complementen, 
adicionen o sustituyan.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir del día siguiente a la fecha de 
su publicación en el diario oficial, y modifica la Sección 7 del Libro 2, Parte 1, Título 1, 
Capítulo 1 del Decreto número 1077 de 2015.

Publíquese y cúmplase.
Dado a 4 de agosto de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Germán Ávila Plazas.
La Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio (e),

Ruth Maritza Quevedo Fique.

Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones

Decretos

DECRETO NÚMERO 1017 DE 2026

(agosto 5)
por el cual se adiciona el Capítulo 8 al Título 2, Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 
1078 de 2015, Decreto Único Reglamentario del sector de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, para reglamentar el uso compartido del espectro radioeléctrico en 

bandas identificadas para las Telecomunicaciones Móviles Internacionales (IMT).
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial de las que le confieren el artículo 189 numeral 11 
de la Constitución Política, en desarrollo del numeral 5 del artículo 142 de la Ley 2294 
de 2023.

CONSIDERANDO:
Que los artículos 75, 101 y 102 de la Constitución Política establecen que el espectro 

electromagnético es un bien público que forma parte de Colombia, pertenece a la Nación 
y como tal, es inalienable e imprescriptible y está sujeto a la gestión y control del Estado, 
por lo cual su uso debe responder al interés general.

Que el artículo 209 de la Constitución Política prevé que “la función administrativa está 
al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de (...) 
eficacia, economía, celeridad. Igualmente puntualiza que las autoridades administrativas 
deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado”.

Que en virtud de lo establecido en el artículo 334 de la Constitución Política, el Estado 
debe intervenir, por mandato de la Ley, en los servicios públicos, entre otros, con el fin de 
conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa 
de las oportunidades y los beneficios del desarrollo.

Que de conformidad con el artículo 365 de la Constitución Política los servicios públicos 
son inherentes a la finalidad social del Estado, y en esa medida consagra la obligación del 
Estado de asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional.

Que el artículo 2° de la Ley 1341 de 2009, modificado por la Ley 1978 de 2019, dispone 
que las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) son una política de 
Estado que debe servir al interés general y que es deber del Estado promover su acceso 
eficiente y en igualdad de oportunidades a todos los habitantes del territorio nacional.

Que el numeral 3 del artículo 2° de la Ley 1341 de 2009 establece como deber 
del Estado fomentar el uso eficiente de la infraestructura para la provisión de redes de 
telecomunicaciones y los servicios que sobre ellas se puedan prestar, así como promover 
el óptimo aprovechamiento de los recursos escasos con el ánimo de generar competencia, 
calidad y eficiencia, en beneficio de los usuarios.

Que el numeral 6 del artículo 2° de la Ley 1341 de 2009, acerca del principio de 
neutralidad tecnológica, dispone que el Estado debe garantizar la libre adopción de 
tecnologías, teniendo en cuenta recomendaciones, conceptos y normativas de los 
organismos internacionales competentes e idóneos en la materia, que permitan fomentar 
la eficiente prestación de servicios, contenidos y aplicaciones que usen Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones y garantizar la libre y leal competencia, y que su 
adopción sea armónica con el desarrollo ambiental sostenible.

Que el numeral 11 del mencionado artículo, adicionado por el artículo 2° de la Ley 2108 
de 2021, incorpora el principio de universalidad, según el cual el fin último de intervención 
del Estado en el Sector TIC es propender por el servicio universal a las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones.

Que el numeral 7 del artículo 4° de la Ley 1341 de 2009, modificado por el artículo 4° 
de la Ley 1978 de 2019, establece que el Estado intervendrá en el sector de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones para garantizar el uso adecuado y eficiente del 
espectro radioeléctrico, que maximice el bienestar social generado por el recurso escaso, 
así como la reorganización de este, respetando el principio de protección a la inversión, 
asociado al uso del espectro.

Que el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, en adelante 
MINTIC, según lo señalado en el numeral 19 del artículo 18 de la Ley 1341 de 2009, 
modificado por el artículo 14 de la Ley 1978 de 2019, tiene dentro de sus funciones preparar 
y expedir los actos administrativos que establezcan las condiciones y requisitos para el 
otorgamiento de licencias, permisos y registros para el uso o explotación de los derechos 
del Estado sobre el espectro radioeléctrico y los servicios del sector de las Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones, así como, establecer condiciones generales de 
operación y explotación comercial de redes y servicios que soportan las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones.

Que el artículo 1° de la Ley 2108 de 2021 establece, dentro de los servicios públicos de 
telecomunicaciones, el acceso a Internet como de carácter esencial, con el fin de propender 
por la universalidad para garantizar y asegurar la prestación del servicio de manera 
eficiente, continua y permanente, permitiendo la conectividad de todos los habitantes del 
territorio nacional, en especial a personas en situación de vulnerabilidad o en zonas rurales 
y apartadas.

Que la Ley 2294 de 2023 por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-
2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida” estableció en su artículo 142 que, con el fin 
de promover la conectividad digital como generadora de oportunidades, riqueza, igualdad 
y productividad, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
debe adelantar algunas medidas, dentro de las que se encuentra “adelantar la asignación 
del espectro a través de esquemas y condiciones que maximicen el bienestar social y la 
compartición de este recurso, promoviendo su uso eficiente”, así como “llevar conectividad 
digital a zonas vulnerables y apartadas, y mejorar la cobertura y calidad de los servicios de 
telecomunicaciones, a través de diferentes tecnologías y compartición de infraestructura”.

Que el parágrafo 3° del artículo 11 de la Ley 1341 de 2009, modificada por la Ley 
1978 de 2019, define la maximización del bienestar social en el acceso y uso del espectro 
radioeléctrico, principalmente, como la reducción de la brecha digital, el acceso universal, 
la ampliación de la cobertura, el despliegue y uso de redes e infraestructuras y la mejora en 
la calidad de la prestación de los servicios a los usuarios.

Que el numeral 6 del artículo 26 de la Ley 1341 de 2009 establece como función de 
la Agencia Nacional del Espectro (ANE) investigar e identificar las nuevas tendencias 
nacionales e internacionales en cuanto a la administración del espectro.

Que la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) es el organismo 
especializado de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), encargado de la 
reglamentación y gestión internacional del espectro de radiofrecuencias y los recursos 
orbitales entre los distintos Estados miembros de la misma y empresas del sector, cuyos 
derechos y obligaciones se encuentran contenidos en textos fundamentales proferidos por 
la misma entidad internacional, como son la Constitución de la UIT y el Convenio y los 
Reglamentos Administrativos (Reglamento de Radiocomunicaciones y Reglamento de las 
Telecomunicaciones Internacionales).


